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Redes criminales

La red criminal no es la ausencia de orden. Es un orden de un tipo particular —parásito, invertido, pero coherente— que surge allí donde la soberanía legítima se ha vaciado y el «Logos» ya no organiza el terreno. Donde el Estado no puede arbitrar, las redes criminales arbitran. Donde el Estado no puede recaudar impuestos, ellas lo hacen. Donde el Estado no puede hacer cumplir los contratos, ellas los hacen cumplir con su propia moneda, que es el miedo. El código de la mafia, la omertà, la disciplina territorial del cártel: todo ello es la Dharma en negativo, la misma función arquitectónica de vincular una sociedad a un código, pero invertida en todos los registros: el código sirve al parásito en lugar de al conjunto, la disciplina sirve a la depredación en lugar de al cultivo, la vinculación sirve a la captura en lugar de a la libertad. Para diagnosticar las redes criminales hay que rechazar primero el marco liberal que las trata como una desviación de un orden sano. No son una desviación. Son lo que llena el vacío cuando el orden genuino se ha pudrido desde dentro.

Este es el primer paso. El segundo es ver que las redes criminales hoy en día no coexisten con la arquitectura institucional legítima, sino que la interpenetran. El conglomerado farmacéutico blanquea el dinero del cártel a través de la banca corresponsal; el cártel compra la protección judicial que el propio Estado vende; la jurisdicción extraterritorial que oculta el fideicomiso criminal esconde el soborno del político y la evasión fiscal de la corporación en el mismo vehículo; el servicio de inteligencia que rastrea al traficante también lo utiliza como activo. Lo «criminal» y lo «legítimo» no son zonas adyacentes separadas por una frontera. Son las dos caras de una misma arquitectura financiero-política que el orden globalista posterior a 1971 hizo estructuralmente posible. Diagnosticar el submundo es, por lo tanto, inseparable de diagnosticar el orden que hizo que el submundo fuera tan grande, tan rico y tan resistente. Ambos son un mismo fenómeno visto desde dos ángulos.


Una tipología global

Las principales redes criminales no son intercambiables. Cada una lleva la firma genética de la civilización de la que surgió —su estructura ética, su lógica de parentesco, su teología de la lealtad, su relación con la violencia— y las diferencias son importantes para cómo opera cada red y por qué puede ser desplazada.

La ’Ndrangheta de Calabria es la red criminal organizada más rica y poderosa de Europa y, posiblemente, del mundo. Construida sobre ’ndrine de familia extensa con los matrimonios entre parientes como cemento estructural, controla aproximadamente el 60 % de la cocaína que entra en Europa a través del puerto de Gioia Tauro y opera con una disciplina que ha resistido la penetración del Estado durante más de un siglo. Las otras tres mafias tradicionales de Italia —la Cosa Nostra en Sicilia, la Camorra en Nápoles y la Sacra Corona Unita en Apulia— comparten el sustrato del honor de clan mediterráneo, pero difieren en su estructura: La Cosa Nostra estaba organizada jerárquicamente en torno a la Cupola hasta los procesos judiciales de Falcone y Borsellino en los años 80 y 90; la Camorra es una constelación plana de clanes enfrentados en la densa zona urbana de Nápoles; la SCU surgió tarde, en los años 80, originalmente como auxiliar del tráfico albanés.

Los carteles mexicanos son la cúspide contemporánea de la organización criminal simbiótica con el Estado. El Cartel de Sinaloa —heredero del Cartel de Guadalajara original que dominó la década de los 80 bajo Miguel Ángel Félix Gallardo— es el más arraigado institucionalmente, con una penetración documentada en la policía federal, el ejército y la clase política que se remonta al caso DEA-Camarena de 1985. El Cártel de Jalisco Nueva Generación (CJNG) surgió de la fragmentación de 2009 como el principal rival del Cártel de Sinaloa, con una postura más militarizada y dispuesto a enfrentarse directamente al Estado. El Cártel del Golfo y su tropa de choque escindida, Los Zetas (antiguas fuerzas especiales mexicanas), introdujeron la brutalidad paramilitar como método a mediados de, normalizando la violencia como espectáculo público —decapitaciones, cuerpos desmembrados— que las redes más antiguas habían evitado. La Familia Michoacana y su sucesora, Los Caballeros Templarios, fusionaron el narcotráfico con una superposición ideológica pentecostal y templaria, demostrando cómo las redes criminales evolucionan hacia estructuras de pseudolegitimación religiosa cuando controlan un territorio durante el tiempo suficiente.

Las redes brasileñas están organizadas como facciones nacidas en prisión: el Primeiro Comando da Capital (PCC), fundado en la prisión de Carandiru de São Paulo en 1993, y el Comando Vermelho (CV), fundado en la prisión de Ilha Grande de Río a finales de la década de 1970. Ambas dirigen sus territorios desde dentro del sistema penitenciario utilizando teléfonos móviles introducidos de contrabando o simplemente tolerados. El PCC se ha expandido a Paraguay, Bolivia y África Occidental como traficante transcontinental de cocaína que rivaliza con los cárteles mexicanos en volumen. El caso brasileño demuestra una patología particular —la prisión como universidad de la organización criminal— que Estados Unidos está empezando a replicar.

El panorama colombiano tras Pablo Escobar y el Cartel de Cali se ha fragmentado en el Clan del Golfo (la mayor red colombiana contemporánea, antes conocida como Los Urabeños), los guerrilleros-narcos del ELN, los disidentes de las FARC-EP que rechazaron el acuerdo de paz de 2016 y una constelación de bandas regionales. La producción colombiana de cocaína alcanzó máximos históricos en 2023-24, en parte porque el enfoque de paz negociada del gobierno de Petro eliminó la presión militar que había restringido la producción bajo Uribe y Santos.

La tradición del crimen organizado ruso surgió del vor v zakone soviético —la casta de los «ladrones de ley» que tenía su propio y elaborado código, su gramática de tatuajes y su genealogía del sistema penitenciario—. La Solntsevskaya Bratva se convirtió en la red dominante de la era postsoviética, junto con la Tambovskaya en San Petersburgo y la Izmailovskaya en Moscú. La fusión posterior a 1991 de vory, exoficiales del KGB y los intereses empresariales de los oligarcas produjo algo genuinamente novedoso: un híbrido entre el crimen, la inteligencia y los negocios para el que Occidente nunca ha desarrollado categorías analíticas equivalentes. Semion Mogilevich, acusado por el FBI pero viviendo abiertamente en Moscú, ejemplifica este tipo: un operador financiero cuyas funciones en el mundo del hampa y en el mundo legal son indistinguibles.

Las tríadas chinas —14K, Sun Yee On, Wo Shing Wo— operaban históricamente desde Hong Kong como redes globales de tráfico y falsificación. Tras la retrocesión, la relación con Pekín se volvió opaca: hay pruebas significativas que sugieren que el aparato del PCCh-MSS utiliza las estructuras de las tríadas para operaciones en el extranjero que el Estado no puede llevar a cabo directamente, especialmente en el sudeste asiático y en los barrios chinos de todo el mundo. Los Big Circle Boys (Dai Huen Jai), originalmente Guardias Rojos del Ejército Popular de Liberación, se profesionalizaron en Hong Kong en la década de 1980 y ahora operan a nivel transnacional en el tráfico de precursores de fentanilo —un comercio en el que la participación china a nivel de suministro químico se ha convertido en el nodo central de la catástrofe de los opioides en Norteamérica.

La yakuza japonesa —Yamaguchi-gumi, Sumiyoshi-kai, Inagawa-kai— representa la red criminal con mayor legitimidad institucional del mundo contemporáneo. Hasta que las reformas comenzaron a limitarlas en la década de 2010, operaban con oficinas públicas, tarjetas de visita, publicaciones en revistas y una función de protección pública durante las catástrofes (la más visible fue el terremoto de Tōhoku de 2011). La yakuza hereda un sustrato profundo de las bakuto (asociaciones de juego) y las tekiya (gremios de vendedores ambulantes) del periodo Edo, y su autoconcepción como ninkyō dantai (organización caballeresca) no es pura fachada: refleja una continuidad genuina de las instituciones gremiales y de los marginados de la sociedad japonesa premoderna. La yakuza contemporánea está en fuerte declive, con la mitad de sus miembros desde 2007, en parte porque el orden social pacificado de Japón ya no requiere la función que antes desempeñaba.

La mafia albanesa, las redes de crimen organizado israelíes (la familia Abergil, la organización de Zeev Rosenstein), las confraternidades nigerianas (Black Axe, Aiye, Buccaneers —fraternidades universitarias en origen que se transformaron en ecosistemas transnacionales de fraude, tráfico y magia ritual), la D-Company india (la red de Dawood Ibrahim, refugiada en Pakistán y con vínculos documentados con el ISI), las maras centroamericanas (MS-13, Barrio 18 —el foco central del caso de El Salvador que se expone a continuación), los clubes de motociclistas fuera de la ley (Hells Angels, Bandidos, Outlaws —importantes en Australia, Canadá, Escandinavia y Alemania), las redes del crimen organizado búlgaro que se formaron cuando la seguridad del Estado se reestructuró tras 1989, y el aparato criminal estatal norcoreano que gestiona la metanfetamina, la falsificación de moneda y el robo de criptomonedas como actividades del presupuesto estatal—; cada una de ellas añade una nueva dimensión al panorama global.

Lo que esta tipología pone de manifiesto es que el crimen organizado no es un fenómeno único, sino un conjunto de estructuras que surgen allí donde coexisten ciertas condiciones: el debilitamiento del monopolio estatal de la violencia, economías informales densas, sustratos organizativos basados en el parentesco o la fraternidad, y el acceso a mercados ilícitos globalmente fungibles. La forma que adopta la red viene determinada por el sustrato civilizatorio; el hecho de que exista alguna red de este tipo se deriva de las condiciones arquitectónicas.



Los tráficos

Las redes no se constituyen por lo que trafican. Los tráficos son la manifestación superficial de una capacidad subyacente para organizar el flujo ilícito de valor. Pero los tráficos en sí mismos importan, porque determinan qué redes se enriquecen lo suficiente como para capturar a los Estados.

La cocaína es el comercio que construyó la riqueza contemporánea de los cárteles mexicanos y el dominio europeo de la ’Ndrangheta. La cadena de suministro va desde el cultivo andino (Colombia, Perú, Bolivia) pasando por centros de transbordo (el puerto ecuatoriano de Guayaquil ha cobrado importancia en los últimos años) hasta el consumo en Norteamérica y Europa, con el PCC brasileño y las redes de tránsito de África Occidental (Guinea-Bissau como el narcoestado paradigmático) como intermediarios fundamentales. La heroína y los opioides sintéticos —que antes dominaban el Triángulo Dorado y la Media Luna Dorada, y que ahora proceden en su gran mayoría de precursores del fentanilo de la industria química china— impulsan la catástrofe de sobredosis en Norteamérica que ha matado a más de un millón de estadounidenses desde el año 2000. La metanfetamina ha experimentado un auge mundial desde 2010, con la producción mexicana dominando en el hemisferio occidental y el estado de Wa, en Myanmar, produciendo los mayores volúmenes a nivel mundial para los mercados asiáticos.

La trata de personas se subdivide en trata con fines sexuales, trata con fines de explotación laboral y el comercio de órganos, residual pero documentado. Las redes que gestionan estos flujos a menudo se solapan con las redes de drogas (la misma infraestructura logística, la misma estructura de protección), pero el horror moral supera incluso al del tráfico de drogas porque la mercancía son personas en condiciones de esclavitud. Las estimaciones de la Organización Internacional del Trabajo sitúan la población mundial en situación de esclavitud en unos 50 millones de personas, de las cuales 28 millones se encuentran en trabajo forzoso y 22 millones en matrimonios forzados. El tráfico de migrantes —que se distingue de la trata en que el migrante es un cliente que paga en lugar de un cautivo— se ha convertido en una empresa multimillonaria que opera a través del Mediterráneo, el Sáhara, el Tapón del Darién y, cada vez más, la frontera entre Bielorrusia y Polonia, como un sistema híbrido de armas entre el Estado y la delincuencia.

El tráfico de armas fluye en dos direcciones: desde las armerías estadounidenses hacia los arsenales de los cárteles mexicanos (el «río de hierro» en dirección sur), y desde los excedentes de la era soviética en Europa del Este y el Cáucaso hacia zonas de conflicto de todo el mundo. La red de Viktor Bout fue el caso paradigmático hasta su detención en 2008; la función que desempeñaba ha sido sustituida por operadores menos visibles. El tráfico de fauna silvestre —pangolines, marfil, cuerno de rinoceronte, vejigas de totoaba, aves cantoras, reptiles exóticos— se dirige principalmente desde los hábitats de origen de África y el sudeste asiático hacia los mercados de consumo de China, Vietnam y, cada vez más, los países árabes del Golfo, a menudo aprovechando la misma infraestructura logística que los envíos de drogas.

Los productos falsificados constituyen el mayor comercio ilícito en volumen, dominado por la producción china de productos farmacéuticos, electrónicos, de lujo y piezas de aviación. El comercio de productos farmacéuticos falsificados mata a miles de personas cada año a través de medicamentos falsos contra la malaria y antibióticos en los mercados africanos. ****La minería ilegal** —en particular el oro en la cuenca del Amazonas y África, el litio en América Latina y los elementos de tierras raras a nivel mundial— se ha convertido en una fuente de ingresos fundamental para los cárteles, los disidentes de las FARC, el ELN y los operadores vinculados al Estado chino. La tala ilegal y la pesca ilegal (especialmente las flotas chinas de alta mar en aguas de África Occidental y América Latina) destruyen los ecosistemas al tiempo que generan flujos de materias primas que entran en las cadenas de suministro legítimas mediante documentación fraudulenta.

La ciberdelincuencia —ransomware, suplantación de identidad en el correo electrónico empresarial, estafas románticas, el complejo fraudulento de pig-butchering gestionado desde ciudades-complejo del sudeste asiático con personal compuesto por trabajadores víctimas de la trata— se ha convertido en la categoría de ingresos ilícitos de más rápido crecimiento y la que presenta menores barreras de entrada. Solo los pagos de ransomware superaron los 1000 millones de dólares en 2023. Los complejos de «pig-butchering» en Camboya, Myanmar y Laos representan una nueva forma estructural: la fusión a escala industrial de la trata de personas y la ciberdelincuencia, donde las mismas víctimas son simultáneamente trabajadores esclavizados y la infraestructura operativa de una economía global del fraude.

El blanqueo de capitales en sí mismo es un negocio: el servicio de convertir los ingresos ilícitos en activos aparentemente legítimos. Los principales vehículos de blanqueo son el sector inmobiliario (Londres, Vancouver, Miami, Dubái), el mercado del arte y las antigüedades, los casinos (históricamente Macao, Las Vegas, operadores australianos), el blanqueo basado en el comercio (sobrefacturación y subfacturación) y los mezcladores de criptomonedas (Tornado Cash sancionado en 2022, Sinbad sancionado en 2023, pero la función persiste). Los facilitadores profesionales —abogados, contables, agentes inmobiliarios, responsables de cumplimiento normativo bancaria que no cumplen con la normativa— constituyen una clase de guardianes que se ha integrado estructuralmente en los centros financieros occidentales.



La arquitectura de la facilitación

Las transacciones por sí solas no explican la persistencia y la magnitud de las redes criminales contemporáneas. Lo que lo explica es la arquitectura financiera-jurídico-tecnológica que surgió en torno al orden globalista posterior a Bretton Woods, una arquitectura que facilitó simultáneamente la movilidad legítima del capital y los flujos ilícitos porque los dos requisitos —movimiento de capital sin fricciones, propiedad opaca, regulación laxa— resultaron ser los mismos requisitos.

El sistema de jurisdicciones offshore es la infraestructura financiera que soporta toda la carga. Los Territorios Británicos de Ultramar (Islas Caimán, Islas Vírgenes Británicas, Bermudas, Islas Turcas y Caicos) y las Dependencias de la Corona (Jersey, Guernsey, Isla de Man) constituyen la mayor red offshore del mundo, gestionando aproximadamente la mitad de toda la riqueza offshore. Si añadimos Suiza (a pesar de las recientes reformas), Luxemburgo, Singapur, Hong Kong, Chipre, Malta, Panamá y los propios Estados Unidos —en particular Delaware, Nevada y Dakota del Sur, que, según revelaron los Papeles de Pandora, se habían convertido en las jurisdicciones preferidas para el blanqueo de las élites globales una vez que se endurecieron las normas de divulgación en el Caribe. La sociedad ficticia en un paraíso fiscal, con directores nominales y acciones al portador o estructuras fiduciarias que ocultan al beneficiario efectivo, es el átomo básico de la arquitectura del blanqueo. Se estima que hay 30 millones de sociedades ficticias en todo el mundo; las reformas del GAFI y la OCDE a lo largo de dos décadas han mejorado la transparencia de forma marginal sin desmantelar el sistema, porque este no solo sirve a los delincuentes, sino a toda la clase capitalista global. El uso delictivo es parasitario del uso que hacen las élites legítimas, y la arquitectura no puede eliminarse sin eliminar a estas últimas.

El sistema de corresponsalía bancaria es el canal a través del cual fluye la liquidez en dólares (y, en menor medida, en euros) a nivel mundial. Unos pocos grandes bancos occidentales —JPMorgan Chase, Citigroup, HSBC, Standard Chartered, Deutsche Bank, BNP Paribas— prestan servicios de corresponsalía a miles de bancos más pequeños en todo el mundo. Esto concentra los puntos de estrangulamiento que las autoridades estadounidenses podrían, en teoría, utilizar contra los flujos ilícitos; en la práctica, los bancos que actúan como puntos de estrangulamiento han sido sorprendidos repetidamente blanqueando dinero. HSBC pagó 1.900 millones de dólares en 2012 para resolver los cargos del Departamento de Justicia por haber blanqueado fondos del Cartel de Sinaloa y fondos sujetos a sanciones iraníes. Wachovia (ahora Wells Fargo) llegó a un acuerdo en 2010 por más de 378.000 millones de dólares en transacciones de pesos mexicanos en casas de cambio vinculadas a operaciones de los cárteles. Standard Chartered pagó 340 millones de dólares en 2012 por violaciones de las sanciones a Irán y otros 1.100 millones en 2019. BNP Paribas pagó 8.900 millones de dólares en 2014. Las «operaciones espejo» rusas de Deutsche Bank blanquearon 10.000 millones de dólares. La sucursal estonia de Danske Bank procesó 230.000 millones de dólares en transacciones sospechosas, principalmente rusas. El patrón es constante: acuerdo, multa, supervisión, repetición. Ningún alto ejecutivo ha ido a la cárcel por ninguno de estos casos. Las multas son un coste operativo; la estructura permanece intacta.

La infraestructura de profesionales del derecho es la capa de control. Los Papeles de Panamá (2016) y los Papeles de Pandora (2021) sacaron a la luz cómo los bufetes de abogados, las firmas de contabilidad y los proveedores de servicios fiduciarios y corporativos permiten estructuralmente que los ricos y los delincuentes utilicen los mismos instrumentos. Mossack Fonseca, la firma panameña en el centro de los Papeles de Panamá, gestionó estructuras para políticos, oligarcas, deportistas y cárteles de forma indistinta. Las cuatro grandes firmas de contabilidad —KPMG, EY, Deloitte, PwC— se han visto implicadas en escándalos de evasión fiscal y blanqueo de capitales, y sus certificaciones de cumplimiento siguen siendo necesarias para las operaciones corporativas legítimas porque no hay alternativa. Los guardianes profesionales no son espectadores corruptos. Son el personal operativo de la arquitectura.

La capa tecnológica ha evolucionado a través de varias fases. Las plataformas de comunicaciones cifradas —Sky ECC, EncroChat, Phantom Secure, Anom— se convirtieron en el sistema operativo del crimen organizado europeo y mundial a lo largo de la década de 2010. Anom resultó ser una trampa del FBI y la Policía Federal Australiana, lo que condujo a miles de detenciones cuando se anunció su desmantelamiento en 2021. EncroChat fue infiltrada por las autoridades francesas y neerlandesas en 2020. Estos desmantelamientos fueron importantes victorias tácticas, pero la demanda subyacente de comunicaciones seguras genera nuevas plataformas continuamente. Las criptomonedas proporcionaron un breve periodo de relativo anonimato para los flujos ilícitos entre 2014 y 2020, antes de que las empresas de análisis de cadenas (Chainalysis, Elliptic, TRM Labs) hicieran rastreables las principales cadenas; los flujos delictivos se han desplazado hacia las stablecoins (en particular el USDT), las monedas de privacidad (Monero) y los mezcladores de criptomonedas, con Tron emergiendo como la cadena preferida para las transferencias ilícitas debido a su menor nivel de cumplimiento normativo. El juego del gato y el ratón continúa, y cada ciclo genera herramientas de vigilancia más eficaces y técnicas de evasión más sofisticadas.

El régimen de prohibición de las drogas es el generador de rentas que financia todo el ecosistema. La Convención Única sobre Estupefacientes de 1961 y los instrumentos que la sucedieron —la arquitectura que construyó y exportó Estados Unidos— crearon la escasez artificial que convirtió unas hojas de coca que valían unos céntimos en kilos de cocaína que valen miles de dólares. La prohibición en sí misma no causa el cultivo ni la demanda; causa la diferencia de precios que financia a los cárteles, el soborno, la violencia y la captura del Estado. Este no es un argumento libertario a favor de la despenalización. Es una observación estructural: el régimen global de prohibición de las drogas es el factor más importante que explica por qué las redes criminales tienen acceso a la escala de ingresos que tienen. Reformistas de todo el espectro político, desde Milton Friedman hasta Cory Booker, han observado esto sin que ello haya dado lugar a una acción política, porque el régimen de prohibición sirve a múltiples grupos de interés —las economías carcelarias nacionales, las agencias de inteligencia que utilizan la infiltración en el tráfico de drogas como puerta de entrada a otras labores de inteligencia, y el sistema financiero que se beneficia del blanqueo— que prefieren el ordenamiento actual.



Simbiosis estatal

La capa más profunda del diagnóstico es la relación del Estado con las redes criminales. El enfoque dominante trata el crimen organizado como una amenaza externa que el Estado combate con diversos grados de éxito. El enfoque correcto es que, en los casos más trascendentales, el Estado y la red criminal se han fusionado en una única estructura híbrida en la que el Estado formal y el mundo criminal informal operan como dos brazos de un mismo cuerpo.

México es el caso contemporáneo paradigmático. Genaro García Luna, secretario de Seguridad Pública de Felipe Calderón de 2006 a 2012 —los años de la catastrófica «guerra contra los cárteles» militarizada— fue condenado en un tribunal federal de Brooklyn en febrero de 2023 por aceptar millones en sobornos del Cártel de Sinaloa mientras ocupaba el cargo de máximo responsable de seguridad del país. El cártel contra el que, en teoría, luchaba le pagaba, y su estrategia de fragmentar los cárteles rivales (en particular Los Zetas) benefició sistemáticamente a Sinaloa. El propio Calderón no ha sido acusado, pero la cuestión estructural es ineludible: el artífice de la estrategia anticarteļ de México tuvo como principal ejecutor a un hombre a sueldo de Sinaloa, durante seis años, a lo largo de todo el periodo de violencia creciente que se cobró la vida de unas 200 000 personas. Esta no es una historia de subordinados corruptos que eluden un liderazgo basado en principios. Es una historia de simbiosis entre el Estado y los cárteles a nivel del gabinete. La política de abrazos no balazos de AMLO (abrazos, no balazos) y la continuación por parte de Sheinbaum de una postura en lo esencial similar —se piense lo que se piense de esas políticas— operan dentro de un panorama institucional que han generado treinta años de interpenetración entre el Estado y los cárteles. Ningún ejecutivo mexicano puede simplemente decidir poner fin a la simbiosis sin desmantelar las instituciones que han crecido a su alrededor, y desmantelar esas instituciones requiere una capacidad institucional que la propia simbiosis impide que se forme.

Honduras bajo el mandato de Juan Orlando Hernández (2014-22) fue, en la práctica, un narcoestado a nivel ejecutivo. Hernández fue extraditado a Estados Unidos en 2022 y condenado en 2024 por conspirar para importar cocaína a EE. UU.: el expresidente de un país aliado de EE. UU., que ocupó el cargo durante ocho años, era un narcotraficante en activo. Su hermano, Tony Hernández, fue condenado anteriormente por los mismos cargos. Venezuela, bajo el mandato de Maduro, es en la práctica un narcoestado gestionado a través de lo que los fiscales estadounidenses denominan el Cártel de los Soles, una facción dentro de la Guardia Nacional Bolivariana. Guinea-Bissau ha sido el narcoestado africano por excelencia desde principios de la década de 2000, un centro de tránsito para la cocaína que se desplaza desde América Latina hacia Europa a través de África Occidental. Tayikistán funciona como un corredor de tránsito de heroína con la complicidad del Estado. Surinam, bajo el mandato de Dési Bouterse —condenado in absentia en los Países Bajos por tráfico de cocaína mientras ocupaba la presidencia—, fue un caso similar a menor escala. ****Haití**, tras el asesinato de Jovenel Moïse en 2021, ha caído en un gobierno de bandas en el que las distinciones tradicionales entre el Estado y las organizaciones criminales se han desmoronado por completo; las bandas controlan los puertos.

El nexo entre los servicios de inteligencia y el crimen es la capa histórica más profunda sobre la que se asientan los casos contemporáneos. La relación de la CIA con el crimen organizado se remonta a la cooperación entre la OSS y la mafia en la Sicilia de la Segunda Guerra Mundial (Operación Husky), continúa a lo largo de la Guerra Fría con el papel de la mafia italoamericana en las elecciones italianas de 1948 (impidiendo una victoria comunista mediante la coordinación de la maquinaria política de Washington y la Iglesia, con la red de Lucky Luciano como columna vertebral logística), las conspiraciones de la CIA y la mafia contra Castro a principios de la década de 1960 (Sam Giancana, Santo Trafficante, Johnny Roselli), la operación Air America en Laos que transportaba opio durante la guerra de Vietnam, el asunto Irán-Contras en el que la logística de los Contras alineados con la CIA se financió en parte mediante el tráfico de cocaína hacia EE. UU. (las acusaciones de Mena, Arkansas, y la investigación de Webb-Dark Alliance), y el cultivo documentado de adormidera en Afganistán, que volvió a alcanzar máximos históricos tras la intervención estadounidense de 2001. Esto no es una teoría de la conspiración. Se trata de hechos históricos documentados, controvertidos únicamente en su interpretación. La cuestión estructural es que los servicios de inteligencia de todo el mundo —el SDECE francés en Indochina y África, el MI6 británico en diversos escenarios, el Mossad israelí, la relación del ISI pakistaní con la D-Company y las redes de heroína de los talibanes afganos, la coordinación del MSS chino con las tríadas, el FSB ruso y las estructuras del crimen organizado ruso— han utilizado las redes criminales como instrumentos operativos y las han protegido como tales. La relación entre los servicios de inteligencia y el crimen no es una corrupción del trabajo de inteligencia. Es una característica estructural de cómo se lleva a cabo la acción estatal clandestina.

El nexo financiero-criminal a nivel estatal es simétricamente estructural. Cuando Antonio Maria Costa, entonces director de la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, afirmó en 2009 que la liquidez del tráfico de drogas había «salvado» a los principales bancos occidentales durante la crisis de 2008 —que se estaban concediendo préstamos interbancarios sobre la base de los beneficios de la droga porque la liquidez legítima se había congelado—, no estaba describiendo un escándalo, sino una característica habitual del sistema. Los bancos siempre han aceptado dinero de los cárteles; en la emergencia de 2008, la importancia de esos flujos se hizo visible brevemente. La exposición del sector bancario europeo al crimen organizado ruso a través del corredor bancario báltico (el caso del Danske Bank Estonia, el caso del Swedbank, el caso del ABLV Bank en Letonia), el papel de la City de Londres como centro neurálgico de la riqueza cleptocrática postsoviética («Londongrad»), y el papel paralelo del sector inmobiliario de Nueva York y Miami en la absorción del capital de fuga latinoamericano y ruso —no son aberraciones dentro de un sistema por lo demás limpio. Son el sistema, desempeñando su función tal y como fue diseñado.



El orden globalista como ecosistema

Si damos un paso atrás, la imagen arquitectónica se hace más nítida. El orden globalista posterior a 1971 —el patrón dólar liberado del oro, la proliferación de jurisdicciones extraterritoriales, el consenso de fronteras abiertas sobre la movilidad del capital, la armonización del derecho societario para facilitar la estructuración transnacional, la infraestructura tecnológica de las finanzas digitales, el consenso institucional entre bancos centrales y ministerios de Hacienda para reducir las fricciones regulatorias— es el ecosistema en el que han florecido las redes criminales contemporáneas. El uso criminal de esta arquitectura es parasitario del uso legítimo, pero no se trata de un parásito marginal. Los flujos financieros que genera representan un porcentaje significativo del movimiento de capital mundial (la ONUDD ha estimado que los flujos financieros ilícitos representan entre el 2 % y el 5 % del PIB mundial), y se han integrado estructuralmente con los flujos de capital legítimos de formas que no pueden separarse claramente.

La filosofía política liberal-globalista trata las redes criminales como una desviación que debe ser controlada, como si la misma arquitectura pudiera gestionar los flujos legítimos de manera eficiente al tiempo que suprime con precisión los flujos ilegítimos. La realidad arquitectónica es que las características que permiten la eficiencia legítima —opacidad, ausencia de fricciones, búsqueda de la jurisdicción más favorable, flexibilidad de la forma corporativa— son las mismas que permiten lo ilícito. No existe ninguna versión de la arquitectura actual que pueda suprimir los flujos criminales sin desmantelar las características que la definen como tal. La elección no es entre globalismo limpio y globalismo corrupto. La elección es entre globalismo con flujos ilícitos estructuralmente integrados y algo más.

Ese algo más es lo que la arquitectura civilizacional (la Arquitectura de la Armonía) articula en el registro constructivo. Una arquitectura civilizacional organizada en función de la soberanía, más que de la eficiencia del capital, tendría una movilidad de capitales menos fluida (porque el movimiento de capitales estaría subordinado a los bienes civilizacionales), menos opacidad jurisdiccional (porque la transparencia de la titularidad real sería un requisito civilizacional), un mayor anclaje económico a escala local (porque la resiliencia económica local limita los flujos de larga distancia que explotan las redes criminales) y un monopolio estatal más fuerte sobre la violencia legítima dentro de territorios delimitados (ya que las redes criminales solo se expanden donde el monopolio legítimo se ha debilitado). Esto no es un retorno a la autarquía ni un desmantelamiento libertario. Es la arquitectura a la que se aproximaban los Estados-nación anteriores a 1971, que el orden globalista posterior a 1971 desmanteló, y que el momento multipolar ha comenzado a reafirmar en el bloque alineado con los BRICS y en los diversos movimientos soberanistas de las políticas occidentales.

Las redes criminales no son, por lo tanto, un problema que resuelva el orden globalista. Son un problema que el orden globalista produce y mantiene. La recuperación de la capacidad soberana para hacer frente a las redes criminales requiere la recuperación de la capacidad soberana en todos los demás niveles —financiero, judicial, militar, cultural— y esa recuperación es en lo que la transición multipolar tiene éxito o fracasa.

La recuperación de la capacidad soberana no se refiere a la forma del Estado contemporáneo. Los Estados occidentales contemporáneos no son observadores externos de la arquitectura parasitaria, sino componentes que la sostienen: la fiscalidad que financia el complejo industrial-militar, el aparato regulador que permite la captura de lgrandes empresas farmacéuticas, la infraestructura de vigilancia que protege los canales de blanqueo de capitales, la economía carcelaria que absorbe los daños colaterales de la prohibición, la coordinación de los bancos centrales que proporciona liquidez de emergencia a los mismos bancos sorprendidos repetidamente blanqueando. La extracción en el sentido de los cárteles y la tributación en el Estado occidental contemporáneo no son actividades categóricamente distintas; son formas legitimadas de manera diferente de la misma función arquitectónica, y la pretensión de legitimidad del Estado se basa cada vez más en la forma procedimental que en la alineación sustantiva Dharma. La recuperación no es, por lo tanto, «más Estado» dentro de la arquitectura existente, lo que solo agravaría la enfermedad. La recuperación tiene dos registros que deben distinguirse. El registro transitorio es la decisión soberana de recuperar la capacidad institucional de la captura criminal —una acción alineada con el Dharma dentro de una forma de Estado heredada—, la tributación ejercida legítimamente durante la reconstrucción porque aún no se han creado las condiciones para su disolución. El registro maduro, articulado por la Arquitectura de la Armonía en su asíntota, es una gobernanza evolucionada hacia la subsidiariedad fractal, la defensa disuelta de nuevo en la administración a medida que se disuelven las propias condiciones que generan invasores y células aberrantes, el sustrato monetario liberado de la extracción por devaluación, la fiscalidad que ya no es el mecanismo de coordinación que soporta la carga porque los seres humanos que se coordinan están alineados con Dharma y se autocultivan. La trayectoria entre ambos es la descentralización —estructuralmente adyacente a lo que articulan las tradiciones cripto-libertaria y anarco-colectivista sin su fundamento metafísico—, el reparto de la soberanía, el voluntarismo en la asociación, la autocustodia como norma, los sustratos monetarios con límites máximos fijos liberados de la devaluación, el Estado-red y los experimentos DAO —convergiendo en la misma forma arquitectónica por la razón más profunda de que Logos nos convierte en seres soberanos libres y la libertad bajo Logos es lo que la gobernanza madura permite en lugar de restringir. El problema de las redes criminales se disuelve al mismo ritmo que se disuelven las condiciones que lo generaron. El caso de El Salvador que se expone a continuación ilustra el registro de transición; la construcción a largo plazo reside en la Arquitectura de la Armonía.



El caso de El Salvador

Cuando Nayib Bukele asumió el cargo en junio de 2019, El Salvador era el país más violento del mundo per cápita. La tasa de homicidios había alcanzado un máximo de 105 por cada 100 000 habitantes en 2015 y se mantuvo en torno a los 50 hasta 2018. Dos pandillas —la Mara Salvatrucha (MS-13) y el Barrio 18 (en dos facciones, los Sureños y los Revolucionarios)— ejercían un control territorial efectivo sobre gran parte del país. El número de miembros de las pandillas ascendía a unos 70 000 en una población de 6,5 millones; contando los vínculos familiares y los dependientes, quizá una cuarta parte de la población se encontraba directamente dentro del ecosistema de las pandillas. Las pandillas imponían impuestos a los negocios locales, controlaban los barrios, reclutaban a punta de pistola en las escuelas y hacían la vida cotidiana insoportable. Dos treguas formales entre las pandillas y el Estado (en 2012 y de nuevo bajo la administración del FMLN que precedió a Bukele) habían fracasado; ambas habían reducido la violencia temporalmente al hacer concesiones a las pandillas, pero se derrumbaron cuando una de las partes se retiró. El Estado salvadoreño no tenía la capacidad institucional para acabar con las pandillas, y los sucesivos gobiernos habían dejado de intentarlo.

A finales de marzo de 2022, tras un fin de semana con 87 homicidios que las pandillas aparentemente cometieron para demostrar que conservaban su capacidad, el gobierno de Bukele promulgó un régimen de excepción — estado de excepción — que suspendió las garantías procesales y autorizó detenciones masivas por sospecha de pertenencia a pandillas. El estado de excepción se ha renovado mensualmente desde entonces y sigue vigente en el momento de redactar este artículo. Entre marzo de 2022 y principios de 2026 se ha detenido a aproximadamente 80 000 personas. El Centro de Confinamiento del Terrorismo (CECOT), una megaprisión construida específicamente para esta política, alberga a unos 40 000 reclusos en condiciones deliberadamente austeras. La tasa de homicidios en El Salvador descendió de 51 por cada 100 000 habitantes en 2018 a 17 en 2021, a 8 en 2022 y a 2,4 en 2023 —un nivel inferior al de Canadá—. Los espacios públicos, los negocios y los barrios que habían estado controlados por las pandillas volvieron a su uso habitual. Bukele ganó la reelección en febrero de 2024 con más del 84 % de los votos, a pesar de la prohibición constitucional de mandatos consecutivos que la Corte Suprema (controlada por su partido) había eludido. Se ha autodescrito, en su biografía de X, como un «rey-filósofo» y ha cultivado la estética de un gobernante soberano más que la de un ejecutivo administrativo.

La lectura «armonista» de este caso comienza por rechazar ambos marcos interpretativos disponibles. El marco liberal-democrático condena el estado de excepción, las detenciones masivas, la manipulación constitucional y los elementos de culto a la personalidad como una regresión autoritaria —evaluando a Bukele según las normas democráticas procedimentales y encontrándolo deficiente—. El marco de celebración populista-autoritario respalda los métodos de Bukele sin crítica alguna como la solución probada a la anarquía, ignorando los costes y las dudas sobre la sostenibilidad. Ambos marcos pasan por alto la realidad estructural, que es más interesante y más difícil.

La realidad estructural es que El Salvador había llegado a una situación que la filosofía política clásica reconoce como legitimadora de medidas extraordinarias. Aristóteles distingue la monarquía legítima de la tiranía según si el gobernante sirve al bien común o a su propia facción; Aquino desarrolla la misma distinción teológicamente; Maquiavelo, en Los Discursos y El Príncipe, analiza al fundador que debe emplear medios que la política ordinaria no puede tolerar porque está creando el orden dentro del cual la política ordinaria podrá operar más tarde; El análisis de Carl Schmitt sobre la «excepción» señala el momento estructural en el que el propio funcionamiento del orden jurídico requiere un acto fuera de dicho orden; El político de Platón señala la paradoja de que el gobierno por la ley es una segunda opción respecto al gobierno por la sabiduría, aunque la ley sea generalmente más fiable que los gobernantes. No se trata de posiciones exóticas; constituyen la tradición central de la filosofía política sobre la cuestión de la acción soberana legítima cuando ha fallado el funcionamiento institucional normal. La ortodoxia procedimental liberal-democrática que se hizo hegemónica en el pensamiento político occidental entre 1945 y 2008 representa una estrecha ventana dentro de esa tradición más amplia, no su consenso maduro.

Lo que ha hecho Bukele es ejercer la decisión soberana en un caso en el que el proceso institucional ordinario había fracasado de forma demostrable durante décadas. El Estado salvadoreño no podía, a través de los medios institucionales ordinarios, desmantelar las pandillas; el estado de excepción fue el medio por el que pudo hacerlo. Que uno acepte esto depende enteramente de si acepta la premisa subyacente: que El Salvador había llegado a una situación de fracaso institucional en la que el proceso ordinario no era viable, y que la alternativa a las medidas extraordinarias era la sumisión continuada al gobierno de las pandillas. Desde dentro de El Salvador, la respuesta es abrumadoramente que la premisa era cierta; el margen de reelección del 84 % de Bukele refleja ese juicio. Desde fuera de El Salvador, aplicando la norma procedimental-democrática como universal, la respuesta es que ninguna condición justifica la suspensión. Las dos valoraciones no son conciliables mediante la investigación de los hechos. Reflejan compromisos previos diferentes sobre lo que es la legitimidad política.

La posición de Harmonist es que la norma democrática-procedimental, tomada como universal y sin excepciones, es incoherente, porque requiere una base institucional funcional que el mero procedimiento no puede producir por sí mismo. El procedimiento presupone el orden en el que opera. Cuando ese orden ha sido vaciado por la captura criminal hasta el punto de que los medios procedimentales no pueden restaurarlo, la acción soberana fuera del procedimiento no es la destrucción del orden legítimo, sino la condición previa para su restauración. Esta es la posición clásica; la posición de la democracia procedimental como universal es la históricamente anómala.

Esto no significa que todo líder que invoque la excepción sea legítimo. Significa que la cuestión debe evaluarse en función de si realmente se daban las condiciones para una excepción legítima, si los medios utilizados fueron proporcionales a la amenaza y si el resultado final es la restauración del orden institucional legítimo o su mayor degradación. En el caso de El Salvador, la evaluación es actualmente positiva en los tres aspectos: se dieron las condiciones (el colapso institucional fue real), los medios fueron en general proporcionales (las detenciones masivas fueron duras, pero la alternativa era la continuación de los asesinatos en masa) y la trayectoria apunta hacia la restauración más que hacia una emergencia permanente (las tasas de homicidios se han mantenido bajas; las detenciones de la CECOT han comenzado a disminuir; se ha reanudado la vida económica y social cotidiana). Si Bukele se retirará con dignidad cuando termine su segundo mandato, si la reconstrucción institucional produce un Estado de derecho duradero en lugar de una continuidad personalista, si el modelo sobrevivirá a sus sucesores: todo esto sigue en el aire. Pero la evaluación a diez años se hará sobre esa base, no sobre la base de normas de procedimiento.

Vale la pena tomarse en serio la autodescripción de rey-filósofo en lugar de descartarla como vanidad. La República de Platón sostiene que el rey-filósofo —aquel que conoce el Bien y gobierna a partir de ese conocimiento en lugar de basarse en convenciones o intereses— es el gobernante ideal, y que la legitimidad política depende en última instancia de la relación del gobernante con la verdad, más que del consentimiento procedimental. Esta postura está pasada de moda en la cultura liberal-democrática, pero es la postura central de la tradición clásica. El hecho de que Bukele reclame ese título es una señal cultural y filosófica deliberada. Está fundamentando la legitimidad de su gobierno en bases clásicas más que en bases procedimentales. La cuestión es si cumple con el estándar que reivindica. El hecho de que esté reivindicándolo, en 2026, en América Latina, y con éxito, es significativo para el momento civilizatorio más amplio. El consenso democrático-procedimental que imperó en las décadas posteriores a la Guerra Fría ya no es hegemónico, y están reapareciendo figuras que defienden la acción soberana desde una perspectiva clásica: Orbán en Hungría, Modi en la India, Meloni en Italia, y la tendencia soberanista más amplia en todo Occidente. El Salvador es el caso actual más pequeño y exitoso, pero el patrón va más allá de El Salvador.

Vale la pena mencionar los otros precedentes relevantes, registrando con honestidad sus costes. Singapur, bajo el mandato de Lee Kuan Yew (1959-90), eliminó las sociedades secretas y las tríadas que habían controlado una parte significativa del territorio singapurense mediante métodos que incluían detenciones prolongadas sin juicio; el orden civil resultante es lo que experimenta todo visitante de Singapur, pero el camino para alcanzarlo requirió la suspensión de las normas procesales durante décadas. Portugal, bajo el mandato de Salazar (1932-68), dirigió un Estado Novo autoritario que mantuvo el orden mediante la represión política, al tiempo que preservaba el sustrato civilizatorio católico tradicional; las valoraciones difieren notablemente sobre si la relación coste-beneficio fue favorable. El Chile de Pinochet (1973-90) es el caso más controvertido: recuperación económica y supresión de los movimientos guerrilleros marxistas a costa de aproximadamente 3.000 muertos y decenas de miles de torturados; la transición chilena a la democracia en 1990 heredó un Estado que funcionaba, pero una sociedad profundamente traumatizada. La magistratura italiana antimafiade Falcone y Borsellino (asesinados en 1992) actuó dentro de las limitaciones procesales y logró avances reales contra la Cosa Nostra a costa de la vida de dos de los magistrados más valientes de Italia. Cada caso presenta una relación diferente entre eficacia y coste; el caso de El Salvador parece actualmente favorable en ambos ejes, pero la valoración es provisional.



Camino hacia la recuperación

¿Cómo es la recuperación de la captura por parte de las redes criminales a escala civilizacional? El caso de El Salvador demuestra que la acción estatal directa a nivel policial y de detención puede romper el control territorial de las pandillas si se lleva a cabo con suficiente decisión soberana. Pero la actuación policial por sí sola no aborda la arquitectura subyacente: los sistemas financieros que blanquean las ganancias, las jurisdicciones extraterritoriales que ocultan la riqueza, el régimen internacional de prohibición de las drogas que genera las rentas, las condiciones político-económicas globales que producen las poblaciones vulnerables al reclutamiento. El desmantelamiento de las pandillas a escala de un solo país es la victoria visible; la arquitectura permanece.

La verdadera recuperación requiere actuar en los cuatro registros de soberanía que articula el «la Arquitectura de la Armonía» y que traza la serie de artículos por países. La soberanía financiera implica desmantelar o reformar el sistema de jurisdicciones extraterritoriales, los canales de blanqueo a través de la banca corresponsal y la dinámica del sistema del dólar que absorbe los ingresos del crimen y los convierte en riqueza de apariencia legítima. El impulso de desdolarización de los BRICS, sean cuales sean sus otras implicaciones, debilita estructuralmente el papel del sistema del dólar como medio universal de blanqueo; esta es una característica de la transición multipolar que el análisis de las redes criminales pone de manifiesto. La soberanía de defensa significa restaurar el monopolio del Estado sobre la violencia legítima dentro de su territorio —una recuperación que El Salvador ha logrado de forma demostrable a pequeña escala y que los Estados más grandes (México sobre todo) no han logrado—. La soberanía tecnológica significa abordar el papel de las plataformas de comunicación, las criptomonedas y la infraestructura digital más amplia que explotan las redes criminales; esto es realmente difícil porque la misma infraestructura cumple funciones legítimas, pero las recientes demostraciones de penetración estatal (Anom, EncroChat) muestran que la arquitectura no es tan opaca para una aplicación decidida de la ley como suponían los usuarios criminales. La soberanía comunicativa implica recuperar la autoridad cultural sobre las narrativas que idealizan las redes criminales —los complejos estéticos del narcocorrido y el gangsta rap, el prestigio del traficante como héroe popular, la glorificación en las redes sociales de los líderes de los cárteles— y sustituirlas por relatos civilizatorios que alineen la ambición con los logros legítimos.

Debajo de estos cuatro registros se encuentra la recuperación más profunda: el terreno de la «la Rueda de la Armonía» que produce —o no— a los seres humanos que entran en las redes criminales en primer lugar. El reclutamiento de las bandas se nutre de la ausencia de una paternidad legítima, del fracaso de las instituciones educativas a la hora de formar a jóvenes competentes y respetados, del colapso de las asociaciones religiosas y cívicas que antes ofrecían una pertenencia alternativa, y de la ecología de la pobreza urbana que ha generado la economía posindustrial. La red criminal recluta allí donde han fracasado las instituciones legítimas de salud, servicio, relaciones y aprendizaje. Restaurar esas condiciones de fondo es una labor de generaciones y no puede lograrse solo con la actuación policial, pero esta crea el espacio en el que esa labor más lenta se hace posible.

La reforma de la política de drogas es un componente, pero ni necesario ni suficiente. La despenalización o legalización de ciertas sustancias (como mínimo el cannabis, posiblemente los psicodélicos y, tal vez, con el tiempo, un marco regulado para las drogas duras) eliminaría parte de los ingresos que financian las operaciones de los cárteles, pero no eliminaría las propias estructuras de los cárteles, que migrarían a otros mercados ilícitos (trata de personas, minería ilegal, extorsión, ciberdelincuencia —todos ellos ya en marcha a medida que los cárteles se diversifican—). El régimen de prohibición de las drogas es un elemento arquitectónico entre muchos; reformarlo sin reformar los demás solo cambia los negocios que dominan las redes, sin desmantelarlas. El modelo de despenalización portugués (en vigor desde 2001) ha generado beneficios para la salud pública sin abordar el crimen organizado de manera estructural; la legalización fragmentada del cannabis a nivel estatal en EE. UU. ha dado lugar a una industria del cannabis cuasi legal que coexiste con el dominio continuado de los cárteles en la cocaína, el fentanilo y la metanfetamina. La política de drogas por sí sola no es la palanca.

La palanca es la soberanía como realidad civilizatoria: la recuperación de las condiciones en las que los Estados pueden hacer lo que se supone que deben hacer, las comunidades pueden producir los seres humanos que se supone que deben producir, y un «Logos» puede organizar el campo en lugar de que sea el orden parasitario el que lo organice. Esa recuperación es lo que ha impedido el «vaciamiento de Occidente», lo que el «Arquitectura» articula como visión constructiva, y lo que figuras individuales como Bukele están demostrando que es posible cuando se toma la decisión soberana.



Conclusión

Las redes criminales son la sombra diagnóstica del orden que las ha producido. Una civilización ordenada por unLogoso en todos los ámbitos —financiero, gubernamental, militar, cultural, educativo, familiar— no produce redes criminales a esta escala. Las sociedades premodernas tenían bandolerismo, contrabando, piratería; no generaban economías parasitarias a escala de la ’Ndrangheta o de Sinaloa que manejaran el 5 % del PIB mundial a través de sus estructuras. Las condiciones para que existieran redes criminales de la escala y sofisticación contemporáneas requerían las condiciones del globalismo contemporáneo: el desmoronamiento del orden local, la arquitectura del capital sin fricciones, las rentas generadas por la prohibición, la infraestructura tecnológica, la familia y la comunidad vaciadas de contenido, el vacío espiritual en el que fluye el significado sustitutivo de la organización criminal (el pandilla como policía sustitutao, el cártel como parentesco sustitutivo, el traficante como héroe sustitutivo).

La cuestión no es cómo vigilar las redes criminales de forma más eficaz dentro de la arquitectura existente. La cuestión es qué arquitectura civilizatoria no las produciría a esta escala en primer lugar. Esa cuestión es la cuestión de la Arquitectura de la Armonía, la cuestión de la recuperación civilizatoria multipolar, la cuestión de si las capacidades soberanas que el orden posterior a 1971 disolvió pueden reensamblarse a la escala requerida.

El caso de El Salvador demuestra que pueden reensamblarse a escala de un país cuando se toma y se mantiene la decisión soberana. Esa demostración es significativa para el momento civilizatorio más amplio porque refuta la afirmación de que no se puede hacer nada, de que la captura por parte del crimen organizado es permanente, de que la arquitectura está demasiado arraigada para desmantelarla. Se puede hacer algo. Lo que se puede hacer a escala de un país se puede hacer en otros —México, Brasil, Colombia, Honduras, Haití— cuando existen la capacidad y la decisión soberanas. Lo que se puede hacer a escala nacional puede, en principio, coordinarse a escala regional y, en última instancia, a la escala arquitectónica que produjo en primer lugar el ecosistema contemporáneo de redes criminales.

La red criminal no es la enfermedad. La red criminal es el síntoma. La enfermedad es la arquitectura que produjo el síntoma, y la arquitectura es lo que la transición multipolar logra desmantelar o no. Lo que la sustituye es el trabajo de unconstrucción de la civilización, que es el tema del resto de este conjunto de trabajos.



Véase también: la Arquitectura de la Armonía · vaciamiento del Oeste · grandes empresas farmacéuticas · Comunismo y armonismo · México y el armonismo · Brasil y el armonismo · Perú y el armonismo
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